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Testigos olvidados. Periodismo y paz en Colombia


 


Resumen


Testigos olvidados recoge los testimonios de 21 reporteros que cubrieron los procesos de paz desarrollados entre 1982 y 2016. Comienza con un breve contexto sobre el origen de la guerra en Colombia desde 1948 hasta el inicio del gobierno de Belisario Betancur, primer Presidente de la era reciente en intentar un proceso de paz con los grupos insurgentes. Después de esto, cada gobierno presidencial cuenta con un contexto en materia de paz para que el lector se ubique cronológicamente en los hechos. Seguido al contexto de cada gobierno se abren paso los testimonios que no pretenden explicar al lector la manera correcta de cubrir unas negociaciones, sino que, simplemente, presentan unas experiencias y construyen memoria sobre algunos de los aspectos menos documentados en la historia de Colombia. De igual manera, este texto no busca dilucidar una verdad única alrededor del cubrimiento periodístico de los procesos de paz, sino que presenta los testimonios, anécdotas y experiencias de los reporteros que, trabajando para un medio de comunicación, siguieron el paso a paso de las negociaciones de paz entre el gobierno colombiano y las guerrillas.
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Forgotten Witnesses: Journalism and Peace in Colombia


 


Abstract


Forgotten Witnesses brings together the testimony of 21 journalists who covered peace processes in Colombia between 1982 and 2016. It begins by briefly describing the origin of the war in Colombia from 1948 until the beginning of Belisario Betancur’s presidency. Betancur was the first president in recent times to attempt a peace process with insurgent groups. Following this contextualization, the actions of each presidential administration regarding peace are described so that the reader can follow events chronologically. After this description of each administration, the work provides journalists’ testimonies, which do not prescribe a “right way” to cover negotiations, but simply describe their experiences and construct memories regarding certain less-documented aspects of Colombian history. In the same sense, the text does not try to present any single truth about the journalistic coverage of peace processes. It presents testimonies, anecdotes, and experiences of journalists who, working for the communications media, followed peace negotiations between the Colombian government and the country’s guerrillas, and covered them step by step.
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El acuerdo de paz que el gobierno de Santos y las FARC firmaron a finales de 2016 fue el resultado de cuatro años de negociación en La Habana (Cuba) con el apoyo de Noruega, Chile, Venezuela y otras naciones y organizaciones internacionales que se sumaron a la iniciativa. Sin embargo, en términos históricos, la búsqueda de la paz empezó realmente en 1982, con el proceso de paz emprendido por el presidente Belisario Betancur. Desde entonces, transcurrieron 34 años, nueve gobiernos y siete presidentes. La sumatoria de todos esos esfuerzos es la materia prima del actual inventario.


Desde esta perspectiva, evaluar la forma como Colombia alcanzó la firma de un acuerdo definitivo entre el Gobierno y las FARC es entender que cada mandatario y la sociedad de su tiempo tuvieron aportes para la construcción colectiva del valor supremo de la paz. Recorrer estos caminos, sopesar sus avances y retrocesos e identificar a los actores principales de este itinerario histórico, es la razón de ser de este libro. Pero no se trata de examinar el rastro dejado por los negociadores de paz. El valor agregado de esta obra es hacerlo desde la mirada del periodismo y de los periodistas.


En cada cuatrienio existieron circunstancias específicas que retardaron, ayudaron o definitivamente entorpecieron la búsqueda de la paz. No obstante, para bien o mal, quedaron lecciones aprendidas que sirvieron de soporte para mandatos posteriores. Por eso, cada capítulo de este periplo por los diálogos de paz requiere unos contextos mínimos de comprensión que permiten identificar los factores que caracterizaron cada periodo. Este libro lo hace y por eso constituye una carta de navegación para entender cómo se vivió la guerra y se fue alcanzando la paz.


Inició como el trabajo de grado de los estudiantes de la Pontificia Universidad Javeriana, Luisa Fernanda Gómez y Andrés Felipe G. de Pablos, pero pronto desbordó el ámbito académico y, después de una labor de periodismo de fuentes directas, sus autores le dieron a su trabajo la identidad que les permitió, gracias al ejercicio de la reportería y la investigación documental, una combinación estratégica. La de encontrar los contextos correspondientes a los distintos mandatos presidenciales, y el contacto con quienes fueron, desde el ámbito de la comunicación, los periodistas que informaron sobre tales acontecimientos.


Una visión que se formalizó a través de largas entrevistas con 21 periodistas, para que fueran ellos, en sus relatos testimoniales o evaluando los distintos contextos, quienes desarrollaran la secuencia que ahora se puede discernir en el libro. El hilo conductor son sus relatos, sus experiencias profesionales a la hora de encarar a los distintos gobiernos o a los actores de los grupos armados ilegales. En cada caso, el entorno político, judicial o internacional explican lo que pasó, pero es el contacto directo con las fuentes, la razón de ser del periodismo, el que representa la mirada distinta a la historia oficial que aquí se desarrolla.


Con estos planteamientos generales, la invitación a los lectores es a incursionar sin prejuicios a esta obra periodística, no solo para entender los caminos de la guerra y la paz, sino principalmente para enmarcarlos en la experiencia directa del periodismo. Un viaje por la historia que empieza en el gobierno de Belisario Betancur y su prisa por la paz, leyendo lo que los periodistas Roberto Romero, Olga Behar y Javier Correa afrontaron para que este momento singular de la Colombia contemporánea se convirtiera en el punto de partida de una búsqueda insaciable de concordia, que solo se alcanzó siete lustros después.


Con Roberto Romero se devela también lo que en su momento significó y ahora constituye el exterminio de la Unión Patriótica, partido político surgido de los acuerdos de paz entre Belisario Betancur y las FARC. Con Olga Behar se entiende el tránsito entre el Estatuto de seguridad de Turbay Ayala y la Comisión de paz de Betancur, con todos los apremios que ese hecho significó para las Fuerzas Armadas. Con Javier Correa se puede examinar por qué la guerrilla del M-19, nacida en 1974, fue realmente el grupo que tuvo mayor incidencia social en este tiempo, y por qué también fue pionero para entender la urgencia por la paz.


Los tiempos de Virgilio Barco, enfrentado a las dificultades de un cese al fuego con las guerrillas sin suficiente verificación, o a las guerras desatadas por el paramilitarismo y el narcotráfico, tienen dos interlocutores que ayudan a entender este difícil momento de la historia reciente de Colombia. El periodista radial Samuel Salazar, quien vivió las entrañas del proceso de paz que llevó a la entrega de armas del M-19 en marzo de 1990; y la periodista Narda Gómez, quien pudo comprobar los esfuerzos que se hicieron para que otros grupos alzados en armas vieran en la Asamblea Constituyente de 1991 su opción de paz definitiva.


El antes y el después de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, enmarcado en el cuatrienio de César Gaviria, implica una mirada extensa por lo que ese crucial momento significó para las nuevas definiciones de la democracia representativa colombiana. Gaviria llegó a la Casa de Nariño después de una cruenta elección presidencial, la más difícil en toda la historia de Colombia, que dejó cuatro candidatos a la Presidencia asesinados —Jaime Pardo Leal, Luis Carlos Galán, Bernardo Jaramillo y Carlos Pizarro—, pero también legó a la posteridad una insistencia por la paz que permitió algunos frutos significativos.


El académico Fabio López de la Roche aporta una mirada global de este complejo entorno que explica en cierta medida la evolución que tuvo Colombia a partir de la última década del siglo XX. El reportero radial Francisco Tulande cuenta lo que significó el intento fallido de negociación conjunta con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar en Caracas (Venezuela) y Tlaxcala (México), y por qué no pudo darse una solución definitiva, entre otros aspectos, por el flagelo del secuestro, cuya incidencia en Colombia amerita otro trabajo académico y periodístico de los autores de este importante libro.


Jairo Gómez, recorrido periodista de radio y televisión, añade aspectos esenciales de comprensión sobre los desafíos a los que se vio expuesto el gobierno de Gaviria para maniobrar en medio de tantas guerras; y la periodista Bibiana Mercado complementa la tarea explicando cómo vivió esos capítulos particulares de paz que quedaron del cuatrienio de César Gaviria, cuando se creía que la Constitución de 1991 era la panacea para resolver todos los dilemas de Colombia. Leyendo las reflexiones de ambos periodistas se entiende desde la óptica del periodismo por qué no se alcanzó la meta definitiva de la paz.


La era Samper, cruzada por el narcoescándalo del proceso 8.000, fue más un momento de despiadada confrontación armada que de búsqueda de la paz. No porque faltaran gestores que la buscaran con el apoyo del Gobierno, sino porque la agenda nacional se concentró en la tarea de tratar de romper los nexos entre el narcotráfico y la política, lo cual permitió que el paramilitarismo y la guerrilla extendieran sus tentáculos. Lo ratifica el informe ‘Nunca más’, que denota cómo a partir de 1996, cuando se creía que estaba superada la peor etapa de la guerra colombiana, comenzó a sufrirla de una manera más cruel.


Sin embargo, en los tiempos de Samper, también hubo algunos momentos en que el diálogo con los actores armados intentó abrir caminos para la vigencia del derecho internacional humanitario. Uno de ellos, ya en las postrimerías del mandato 1994-1998, se vivió en varias rondas de negociación entre el Gobierno y el ELN. Un proceso que en este libro evalúa el periodista radial Juan Manuel Ruiz, con una mirada crítica para entender que ya se trataba de un esfuerzo tardío, aunque sentó algunas bases de lo que luego recogió el presidente Andrés Pastrana para intentar una negociación de paz con los grupos armados.


Y justamente es el mandato de Andrés Pastrana entre 1998 y 2002 el que mayor análisis permite. No solamente porque el escenario de laboratorio para buscar la paz se hizo en Colombia con un despeje territorial de 42.000 kilómetros cuadrados en el sur del país, sino porque en ese momento, simultáneamente, se puso en marcha el Plan Colombia que le permitió al Estado robustecer las Fuerzas Armadas. En la eventualidad de que fracasara la paz, el mismo Estado se preparó para la guerra. Fue una secuencia histórica que le permitió al periodismo vivir a fondo lo que significaba abordar directamente una negociación de paz.


Karl Penhaul ofrece la mirada de un corresponsal extranjero a este instante paradójico de la historia contemporánea. Los periodistas Gloria Castrillón, María Luisa Murillo, Carlos Barragán y Patricia Uribe, con visiones distintas y complementarias, aportan interesantes testimonios que ayudan a comprender lo que sucedió en la región del Caguán y por qué el proceso de paz que allí se desarrolló, a pesar de contar con apoyo internacional y el consenso social, no pudo llegar a un buen puerto. De todas maneras, como en los anteriores mandatos, quedó un legado que los sucesores de Pastrana supieron aprehender.


La era Uribe, con todas sus complejidades a cuestas, todavía requiere mucho análisis. Ocho años de confrontación armada, de un extraño proceso de paz con los grupos de autodefensa que desbordó en el escándalo de la parapolítica, y una sociedad encajonada en el debate por la libertad de los cautivos. Los grupos guerrilleros, en especial las FARC, tuvieron un propósito particular y, al margen de la negociación general, trabajaron activamente por sacar de las cárceles a sus detenidos, a través de un canje de prisioneros que no se dio pero marcó la historia nacional. Fueron ocho años enfrascados en la búsqueda de acuerdos humanitarios.


Los tiempos de Uribe se retratan en los aportes individuales de los periodistas Rafael Quintero, Jorge Enrique Botero y Martha Martínez. Conociendo sus apreciaciones se entiende también por qué los sesgos políticos muchas veces son más difíciles de superar que la propia confrontación armada. Esos ­testimonios de periodistas en las zonas de conflicto, en medio de la ofensiva del Estado, constituyen el abrebocas para el momento final que se evalúa en esta obra: los años de gobierno de Juan Manuel Santos, su vuelta de tuerca en favor de la paz a partir de 2012, y la larga negociación que hoy intenta implementarse.


Ese capítulo final cuenta con el aporte de los periodistas Alfredo Molano Jimeno, Jairo Tarazona y Juan Carlos Mateus. Ellos, junto a otros colegas, vivieron las vicisitudes del proceso de paz de La Habana entre 2012 y 2016, en medio de la confrontación política en el país. Hoy pueden añadir visiones de conjunto que sirven para enfrentar las tareas que el Estado y la sociedad colombiana tienen ahora para que esa negociación de paz con las FARC pueda implementarse, y sirva igualmente de soporte para que ese mismo objetivo pueda lograrse con otras organizaciones que aún se resisten a la necesidad de la paz global en Colombia.


En síntesis, este es un libro para que los periodistas se reencuentren con sus aciertos y errores, y para que la sociedad entienda las dificultades de la libertad de expresión que, a pesar de las críticas, constituye un valor supremo de toda sociedad democrática. Son testimonios con edición mínima, precisamente para que fluyera el criterio personal y no quedara el pensamiento depurado de los entrevistados. La vida misma en el quehacer periodístico. No como analistas o depositarios de la verdad. Periodistas que cuentan cómo encararon la búsqueda de la paz.


 


Jorge Cardona Alzate


Editor general El Espectador


Agosto de 2017





A quienes tuvieron el coraje de ver, vivir y documentar la guerra de cerca


 


 


 


 


 


Hoy, Colombia vislumbra una esperanza de paz que quizá había olvidado que podría existir. Imaginar el fin del conflicto armado fue, para muchas generaciones de colombianos, una utopía. Y no porque no se hubiese intentado.


En 1982, Belisario Betancur (1982-1986) habló de atacar las causas objetivas y subjetivas de la guerra y firmó unos acuerdos de cese al fuego y tregua con el M-19, el EPL y las FARC. Pero no tuvo en cuenta a los otros actores materiales del conflicto: los militares. El diálogo fracasó.


Virgilio Barco (1986-1990) continuó por el camino de reconciliación que trazó su predecesor y en 1990 logró que el M-19, la guerrilla más fuerte del momento, entregara sus armas y se reintegrara con éxito a la vida civil. Apenas unos años después, ya en el gobierno de César Gaviria (1990-1994), el EPL, el PRT, el Quintín Lame y la CRS —una facción del ELN— hicieron lo mismo. Quedaron por fuera las FARC, el ELN y un pequeño grupo disidente del EPL, quienes intentaron en Caracas (Venezuela) y Tlaxcala (México) llegar a un acuerdo con el Gobierno para poder participar en la Constituyente de 1991. No se logró.


En los años posteriores se siguió intentando, pero sin resultados satisfactorios. Finalizando su gobierno, Ernesto Samper (1994-1998) logró el Acuerdo de Puerta del Cielo en Maguncia, Alemania, con el ELN y le siguieron los tres años de los diálogos del Caguán, entre el gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002) y la guerrilla de las FARC. No se llegó a buen puerto con ninguno de los dos actores armados. Todo lo contrario, la guerra recrudeció y hasta se pensó que la guerrilla podría llegar al poder por medio de las armas.


Fue por ello que los dos gobiernos de Álvaro Uribe (2002-2006 y 2006-2010) resultaron tan certeros: se había intentado dialogar con los insurgentes sin resultado alguno. Colombia tuvo, entonces, ocho años de guerra directa con unas Fuerzas Armadas fortalecidas por el Plan Colombia. Sin embargo, no se pudo acabar el derramamiento de sangre.


Cuando comenzó el primer mandato de Juan Manuel Santos (2010-2014), las guerrillas estaban disminuidas, pero la guerra continuaba. Así las cosas, con una insurgencia dispuesta a deponer sus armas después de muchos años, el Gobierno decidió retomar el diálogo y emprender, en La Habana, Cuba, con las FARC, y en Quito, Ecuador, con el ELN, una salida política del conflicto armado.


Fueron 34 años, nueve gobiernos y siete presidentes los que tuvieron que pasar para que Colombia, hoy, crea que es posible vivir sin guerra civil. Todos estos hechos relatados —aquí con brevedad, pero mayormente documentados a lo largo de estas páginas— fueron conocidos por los colombianos a través de los medios de comunicación. En prensa, radio, televisión e internet, los periodistas han reseñado el conflicto armado por casi 50 años.


Los reporteros, en el ejercicio de su oficio, han sido testigos directos de la guerra y se han convertido en fuentes de primera mano. No obstante, sus experiencias apenas comienzan a ser tenidas en cuenta. Por esa razón, este documento rescata sus memorias. En las siguientes páginas, estos comunicadores, que trabajaron en escenarios de conflicto, ofrecen su visio´n de vida, transmiten sus experiencias y comparten aprendizajes valiosos para la labor periodística.


Este es un compendio de vivencias, que ampli´a la panora´mica del conflicto y de las negociaciones de paz. Es una narracio´n histo´rica sobre la guerra en Colombia. Gracias a las memorias individuales y colectivas de los periodistas, a continuación se revelan detalles que permiten disolver las dudas que en su momento dejaron los medios de comunicacio´n.


Con los testimonios aquí consignados, el lector tendrá ma´s elementos de juicio a la hora de analizar la verdad de lo acontecido durante los procesos de paz. Hallará, además, impresiones personales de los periodistas que nunca aparecieron, ni aparecerán, en las notas de prensa.


Este texto no tiene la pretensión de ser un manual sobre la manera correcta de cubrir un proceso de paz. Ni poner, en lista, las claves éticas para una correcta transmisión informativa. Tan solo expone, a manera de testimonios y en primera persona, remembranzas del trabajo periodístico en los diálogos entre el Gobierno y la insurgencia. En este libro, son los mismos protagonistas quienes cuentan su historia.


Compartimos entonces la narración de Roberto Romero, un empírico del oficio que en 1980 hizo parte de las Juventudes Comunistas y cubrió, desde su ideología, las negociaciones de paz entre el gobierno de Betancur y las FARC, para el semanario Voz. El relato de Samuel Salazar, quien en 1989 ejercía como director de Caracol Radio Popayán y que, por su ubicación, chiveaba a sus colegas con la información referente a los diálogos de paz con el M-19 en Santo Domingo (Cauca). La visión académica de Fabio López de la Roche, quien trabajó en 1991 en los campamentos donde se concentraron los miembros del EPL con el objetivo de reintegrarse a la vida civil.


Así mismo, se encuentran expuestas la tristeza de Bibiana Mercado, reportera de El Tiempo en 1994, al relatar que la desmovilización de la Corriente de Renovación Socialista –CRS– trajo consigo violencia para los habitantes de Flor del Monte (Sucre), en lugar de paz y reconciliación. La decepción de Juan Manuel Ruiz, quien trabajando para RCN Radio en 1998, vio que los diálogos con el ELN del Gobierno Samper no fueron más que una payasada y una jugada política, en lugar de una oportunidad para acabar la guerra. La perspectiva internacional de Karl Penhaul, corresponsal inglés de Reuters en Colombia, quien se impresionó por la velocidad con que las noticias nacían y morían en nuestro país y que cubrió, entre muchas otras cosas, los diálogos del Caguán.


También se evidencian la frustración de María Luisa Murillo, quien tras haber vivido los tres años que duró el proceso en la zona de distensión, enviada por El Tiempo, tuvo que salir huyendo de Caquetá estigmatizada y sin avistar la paz. Las enseñanzas de Martha Martínez, jefe de prensa de los altos comisionados para la paz Camilo Gómez y Luis Carlos Restrepo. El valor de Alfredo Molano Jumeno para atreverse a contar, para el periódico El Espectador, aquellas historias del conflicto que nadie más contó durante los diálogos de paz de La Habana.


Estos son apenas nueve de los 21 testimonios aquí recopilados. Algunos de reporteros altamente conocidos. Otros, de quienes hablan por primera vez. Hay que aclarar, sin embargo, que los comunicadores interrogados en esta obra son apenas una muestra representativa de los muchos periodistas que cubrieron, en un periodo que va desde 1982 hasta 2017, las negociaciones de paz en Colombia.


Este libro es, pues, un homenaje a todos ellos. A quienes aparecen en él, pero también a quienes no y están convencidos de que por medio del ejercicio periodístico pueden ayudar a construir un país mejor. A quienes tuvieron el coraje de ver, vivir y documentar la guerra de cerca. A quienes se adentraron en la Colombia profunda para descifrar los dramas del conflicto. A quienes dejaron de estar con sus familias por pasar horas en una sala de redacción, en la selva o en otro país. A quienes perdieron la vida por creer que es posible una Colombia en paz.





¿Por qué se hizo necesaria la búsqueda de la paz?


 


 


 


 


 


Colombia lleva décadas buscando la paz. Desde 1982, en el mandato del presidente Belisario Betancur, la idea de alcanzar la reconciliación nacional ha estado presente en todos los gobiernos. ¿Cuánto tiempo llevamos en guerra?


Hay, aparentemente, un conceso alrededor de la idea de que la guerra que tratamos de terminar hoy es la misma que ha sufrido Colombia desde hace más de 60 años. No obstante, los investigadores no se ponen de acuerdo sobre cuándo fue que comenzó. La tradición conservadora dice que inició con los brotes sangrientos en Santander bajo el gobierno de Enrique Olaya Herrera, presidente de la República entre 1930 y 1934, cuando los liberales empezaron a matar conservadores. La tradición liberal considera que comenzó con la creación de la policía ‘chulavita’ y los denominados ‘Pájaros’, durante los gobiernos conservadores que comenzaron en 1946. Otros más afirman que nació el 9 de abril de 1948, con el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán, el caudillo del pueblo.


Esta última fecha es el punto de partida de este documento, entre otras cosas, porque es la utilizada por el Centro Nacional de Memoria Histórica, ya que, gracias a la Ley de Víctimas de 2011, se ordenó que en esta fecha, 9 de abril, cada año se conmemorara el día de la solidaridad con las víctimas de la guerra en Colombia. El 9 de abril de 1948 partió en dos la historia de Colombia. El asesinato de Jorge Eliécer Gaitán enardeció los ánimos de un pueblo que lo único que quería era libertades públicas e igualdad social y económica. Con la muerte del líder liberal se hizo más que evidente que la oligarquía dominante no estaba interesada en redistribuir el país equitativamente.


Fue por esa razón que en 1950, especialmente en la región de los Llanos Orientales, se organizaron los primeros grupos de guerrilleros liberales que asumieron la resistencia armada frente al gobierno conservador de Laureano Gómez (1950-1951). Más adelante, en Tolima, Santander, Antioquia, Boyacá y Cundinamarca se formaron otros núcleos insurgentes, la mayoría de ellos con el apoyo del Partido Comunista de Colombia y la Dirección Nacional Liberal.


A este periodo de cruenta guerra, comprendido entre 1948 y 1953, se le llamó La Violencia, una fase de la historia de Colombia caracterizada por una ola represiva contra los movimientos agrarios, obreros y populares gaitanistas, y por fuertes enfrentamientos entre liberales y conservadores. “La confrontación política bipartidista se radicalizó y se degradó a tal punto que las agrupaciones armadas cometieron masacres, actos violentos con sevicia, crímenes sexuales, despojo de bienes y otros hechos violentos con los cuales ‘castigaban’ al adversario” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 114).


Al ver que la guerra crecía cada vez más, las élites de los partidos Liberal y Conservador pusieron al militar Gustavo Rojas Pinilla a la cabeza del Gobierno a través de un golpe de Estado. Rojas Pinilla se instaló en el poder, entre 1953 y 1957, con la consigna: Paz, Justicia y Libertad. Y con el propósito de pacificar el país y poner fin a la violencia bipartidista, ofreció una amnistía a las guerrillas liberales y a las autodefensas campesinas. “Las primeras se acogieron mientras que las segundas la rechazaron, con excepción de las autodefensas campesinas del Sumapaz y el oriente del Tolima, orientadas entonces por el Partido Comunista” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 115).


Debido al rechazo de la amnistía, y por su resistencia a aceptar el comunismo, el Gobierno militar inició una serie de operativos contra los núcleos de autodefensas comunistas en la región del Sumapaz, en lo que se conoce como la guerra de Villarrica, que se prolongó hasta 1956. Finalmente, un año después, en mayo de 1957, Rojas Pinilla dejó la presidencia de Colombia en medio de un país sumido en la violencia.


Con su salida se creó el Frente Nacional, pacto a través del cual liberales y conservadores decidieron dejar de matarse para repartirse el poder durante 16 años. Este acuerdo político se inició con el plebiscito del 2 de diciembre de 1958, en el que llamaron a los colombianos a las urnas a decidir: “Si usted quiere la paz, vote por el sí”. Masivamente, ganó el sí.


El acuerdo bipartidista de alguna manera apaciguó el derramamiento de sangre entre liberales y conservadores, pero no frenó la violencia. Después de un segundo ciclo de amnistía y la puesta en marcha de iniciativas para la reparación de víctimas, no fue posible eliminar la confrontación armada.


Por eso, en 1964, durante el gobierno del conservador Guillermo León Valencia (1962-1966) se dio la llamada Operación Soberanía u Operación Marquetalia, desplegada por el Ejército contra las repúblicas independientes, “zonas campesinas en armas que escapaban al control estatal” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 121). Fue ese hecho el que dio surgimiento a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC–.


Ese mismo año se conformó el Ejército de Liberación Nacional –ELN– y después, en 1967, apareció el Ejército Popular de Liberación –EPL–, “cuyas historias se remiten al encuentro entre los jóvenes habitantes de las ciudades formados y radicalizados según los lineamientos de las revoluciones cubana y china, y a los herederos de las antiguas guerrillas gaitanistas” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 123). Lo que tuvieron en común estos tres grupos, FARC, ELN y EPL, fue el descontento con el disminuido espacio de participación política que ofrecía el Frente Nacional.


El ELN concentró su operatividad en los departamentos de Santander y Antioquia; y el EPL lo hizo en las sabanas de Córdoba, las montañas de Sucre y también en el departamento de Antioquia. Los gobiernos de Valencia y Lleras Restrepo (1966-1970) optaron por expedir normas de seguridad nacional, al amparo de la figura del Estado de Sitio.


En 1974 apareció el Movimiento 19 de abril –M-19–, nombre alusivo al fraude electoral que favoreció a Misael Pastrana Borrero, candidato conservador del Frente Nacional, y afectó al general Gustavo Rojas Pinilla en abril de 1970.


A diferencia de las FARC, de orientación comunista marxista-leninista; del ELN, marxista-leninista pro-revolución cubana, y del EPL, maoísta, el M-19 se fundó con una ideología nacionalista y bolivariana. De hecho, su primera acción armada fue sustraer la espada del libertador Simón Bolívar en la Quinta de Bolívar en Bogotá, y después realizar una proclama en la sede del Concejo municipal, al occidente de la ciudad.


Misael Pastrana, último presidente del Frente Nacional, quien gobernó de 1970 a 1974, optó por una acción militar a gran escala contra el ELN. Se trató de la Operación Anorí, desplegada a mediados de 1973, con contundentes resultados. El grupo guerrillero fue diezmado y su máximo líder, Fabio Vásquez Castaño, huyó a Cuba. Fueron abatidos importantes mandos de la organización y se precipitó una crisis interna que llevó al replanteamiento de su lucha.


No obstante, cuando se creía que el gobierno de Alfonso López Michelsen (1974-1978) iba a concluir la tarea, el nuevo mandatario privilegió la puesta en marcha de una política de paz que no prosperó. Primero porque el ELN no cumplió con las promesas de desmovilización que forzaron la parálisis de la ­operación militar, y después porque la determinación presidencial derivó en una crisis con el alto mando militar en 1975 que deterioró las relaciones con el Ejecutivo.


Hacia 1976, López Michelsen dio un giro de 180 grados en su política de paz y, presionado por las Fuerzas Militares y la sociedad para que buscara acciones contundentes contra la multiplicación del secuestro, decidió regresar a las políticas del Estado de Sitio. En este entorno, cuando se dio un nuevo relevo en la Casa de Nariño, a partir de 1978, quedaron creadas las condiciones para la militarización de la sociedad.


Cuando llegó el turno de Julio César Turbay Ayala (1978-1982), el Gobierno asumió de entrada un compromiso claro en la lucha contra los grupos alzados en armas. “Para ello se dotó de mecanismos como el ‘Estatuto de Seguridad’, mediante el cual se aumentaban las penas para los delitos políticos, se creaban nuevas figuras delictivas y se otorgaban otras atribuciones a autoridades subalternas” (Villamizar, 1997, p. 44).


En este contexto, en enero de 1979, el M-19 sustrajo 5.700 armas del Cantón Norte en Bogotá e inició una serie de ataques a la institucionalidad para buscar el levantamiento del Estado de Sitio, la derogación del Estatuto de Seguridad y la libertad de cientos de presos políticos. Siguiendo estos objetivos, el 27 de febrero de 1980, el M-19 se tomó la Embajada de la República Dominicana en Bogotá, en la cual mantuvo como rehenes, durante dos meses, a numerosos diplomáticos que se encontraban celebrando la independencia de la República Dominicana. La liberación de los rehenes se dio hasta el 25 de abril de 1980, cuando fueron enviados a Cuba junto con los secuestradores, que se quedaron en la isla un buen tiempo.


El desenlace de la toma de rehenes de la embajada de la República Dominicana fue un triunfo político para el M-19, no solo porque evidenció ante el mundo la crisis de derechos humanos existente en el país, sino porque además forzó al Gobierno a apartarse poco a poco de sus propios postulados militaristas, para aceptar una opción de política negociada. “Desde ese momento, la lucha por la amnistía se convirtió en una bandera de amplios sectores nacionales” (Villamizar, 1997, p. 45). Por esta razón, el 23 de marzo de 1981 fue promulgada la Ley 37, por medio de la cual se declaró una amnistía condicional que no cobijaba a los procesados o sentenciados por la justicia penal militar y que exigía la entrega de las armas ante una autoridad judicial, política o militar. No obstante, ninguna guerrilla iba a aceptar una amnistía que no les representaba beneficio alguno.


Después de la Ley 37 se conformó, mediante el Decreto 2761 del 8 de octubre de 1981, una Comisión de paz, cuya cabeza fue el expresidente Carlos Lleras Restrepo. Su función fue formular al Gobierno recomendaciones sobre el camino que conduciría a la paz. No obstante, y después de unos prematuros acercamientos con el M-19 que no llevaron a ninguna parte, los miembros de la Comisión renunciaron. Cuando terminó el gobierno de Turbay Ayala, como sucedió con los que lo precedieron desde 1948, no había solución coherente para el problema de la guerra que diera paso a la reconciliación nacional. Es por esta razón que en los años venideros el tema de la paz se volvió de urgencia nacional.
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I. El gobierno de la paz y los enemigos agazapados (1982-1986)


 


 


 


 


 


Durante la campaña presidencial para el período 1982-1986 la paz fue tema clave de discusión. Lo fue, sobre todo, por las denuncias de violaciones a los derechos humanos, el abuso y poder desmedido de las Fuerzas Armadas, las desapariciones y demás escándalos ocurridos durante el gobierno del presidente Julio César Turbay Ayala, a raíz de la aplicación del llamado Estatuto de Seguridad. Dicho articulado surgió como un decreto de Estado de Sitio en septiembre de 1978 y otorgó amplias facultades a las Fuerzas Armadas para el control del orden público.


Llegados los comicios electorales de 1982, el Partido Liberal, al que pertenecía el saliente presidente Turbay, perdió credibilidad y terminó dividiéndose en dos facciones. La primera, la oficialista, en cabeza de Alfonso López Michelsen, que buscaba su reelección. Y la segunda representada por Luis Carlos Galán, del Nuevo Liberalismo, que traía consigo las banderas de la renovación y contaba con el apoyo de los antilopistas.


Finalmente, con la división del Partido Liberal, y con el atractivo eslogan “Sí se puede”, el candidato que representaba al conservatismo, Belisario Betancur Cuartas, terminó ganando la jefatura del Estado. El 7 de agosto de 1982, bajo el juramento de ejercer un mandato de paz, justicia social y democracia para todos, comenzó su mandato.


Desde su discurso de posesión, el presidente electo dejó entrever su intención de dialogar con la insurgencia:


 


Levanto una blanca bandera de paz para ofrecerla a todos mis compatriotas. Tiendo mi mano a los alzados en armas para que se incorporen al ejercicio pleno de sus derechos, en el amplio marco de la decisión que tomen las Cámaras. Les declaro la paz a mis conciudadanos sin distinción alguna: ¡a esa tarea prioritaria me consagro porque necesitamos esa paz colombiana para cuidarla como se cuida el árbol que convocará bajo sus gajos abiertos a toda la familia nacional! (1982, p. 7).


 


La estrategia del nuevo presidente para alcanzar la reconciliación se basaba en reconocer las causas objetivas y subjetivas que habían nutrido en esas últimas décadas la inconformidad social y el conflicto armado. Por eso, fueron dos los grandes cambios que permitieron demostrar de entrada la voluntad de paz del gobierno de Betancur. Por un lado, desde el 20 de julio de 1982, al instalarse las sesiones ordinarias del Congreso, comenzó a tramitarse un proyecto de ley que, sin mayores dificultades, fue sancionado el 19 de noviembre. Se trató de la Ley 35 de 1982 “por la cual se decreta una amnistía y se dictan normas tendientes al restablecimiento y la preservación de la paz”.
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Figura 1. Portada del periódico El Espectador del 20 de noviembre de 1982


Fuente: El Espectador (20 de noviembre de 1982).


 


Esta ley aplicaba para todos aquellos autores, cómplices o encubridores de hechos constitutivos de delitos políticos, es decir, para guerrilleros condenados o en proceso de serlo por los delitos de rebelión, sedición y asonada o conexos. Los presos pertenecían a las guerrillas del Movimiento 19 de abril –M-19–, el Ejército de Liberación Nacional –ELN–, el Ejército Popular de Liberación –EPL–, las Autodefensa Obrera –ADO–, Pedro León Arboleda y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC–. La mayoría habían llegado a las cárceles producto de la aplicación del Estatuto de Seguridad del Gobierno antecesor.


La segunda medida del Gobierno con intención de pacificar al país consistió en conformar una nueva Comisión de Paz, en la que fueron incluidos algunos miembros de una organización similar impulsada en la fase final del gobierno de Turbay. La Comisión de Betancur fue instalada el 23 de septiembre de 1982 y, con 36 integrantes, contó con la participación de miembros de los diferentes estamentos nacionales.


El primer resultado de esa Comisión de Paz se dio el 30 de enero de 1983, cuando su presidente, Otto Morales Benítez, concretó un encuentro con el Estado Mayor de las FARC y logró una declaración conjunta en la que se resaltó la posibilidad de diálogo con esta guerrilla.


Tras este trascendental encuentro entre el Gobierno y los alzados en armas, el presidente Betancur expidió el Decreto 240, a través del cual designó a tres altos comisionados de paz “encargados de servir de enlace o canal de comunicación entre los miembros de la Comisión de Paz, el Gobierno y quienes se acogieran a la amnistía” (Villamizar, 1997, p. 98). Los escogidos fueron Alfredo Carvajal Sinisterra, el mayor general (r) Gerardo Ayerbe Chaux y monseñor José Luis Serna.


Sin embargo, a las primeras iniciativas de paz se les presentaron varios obstáculos. A pesar de la puerta abierta al diálogo que se inauguró con la Comisión de Paz y la Ley de Amnistía, hubo guerrillas que quisieron mantener cerradas las opciones. Tanto así que en este periodo llegaron a crearse agrupaciones armadas completamente opuestas a cualquier negociación con el Gobierno, como el Frente Ricardo Franco, nacido de las entrañas de las FARC, o el comando Quintín Lame, de conformación mayoritaria indígena. Tampoco aceptaron el proceso de paz el grupo MIR-Patria Libre ni el Partido Revolucionario de los Trabajadores –PRT–, creados en los años 70.


El otro gran obstáculo se presentó en enero de 1983, cuando el procurador general de la Nación, Carlos Jiménez Gómez, entregó al presidente Betancur un informe solicitado por el jefe de Estado para conocer qué era el grupo MAS —Muerte a secuestradores— que venía ganando protagonismo a través de asesinatos selectivos y masacres. El MAS surgió debido a que el 12 de noviembre de 1981, un comando armado del M-19 secuestró en la capital antioqueña a Martha Nieves Ochoa, hermana de Fabio, Jorge Luis y Juan David Ochoa, miembros del Cartel de Medellín. Ante los recurrentes asedios por parte de la guerrilla, como vacunas, extorsiones y robo de ganado, el cartel de Medellín creó el MAS, “un ejército privado de 2.230 hombres con un fondo de 446 millones de pesos para ‘recompensas, ejecuciones y equipo’” (Verdad Abierta, s.f. b).


El rápido crecimiento del movimiento MAS y sus ofensivas de terror, sumados a la creciente sospecha sobre la participación de la fuerza pública en este grupo paramilitar, obligaron al presidente Belisario Betancur a solicitar a la Procuraduría General de la Nación una investigación sobre el mencionado grupo armado, que definitivamente era un impedimento para emprender cualquier iniciativa de paz. Los resultados de ese informe revelaron la inocultable participación de la fuerza pública en su conformación. “A la luz de las pruebas recogidas hasta el momento existían cargos suficientes para vincular procesalmente a 163 personas; de ellas, 59 en servicio activo de las Fuerzas Armadas” (Verdad Abierta, s.f. b).


El descubrimiento de la participación de militares y policías en el grupo paramilitar MAS, en febrero de 1983, y la liberación de los guerrilleros que habían sido capturados durante el gobierno de Turbay a partir de diciembre de 1982, llenaron de malestar a los miembros de las Fuerzas Armadas. Por esta razón, los procesos de paz del gobierno de Betancur estuvieron, constantemente, truncados por los ataques de los militares contra los grupos alzados en armas, “así como por un constante debate sobre los derechos humanos, el papel de las Fuerzas Militares en la reconciliación y las múltiples denuncias del accionar de grupos paramilitares” (Villamizar, 1997, p. 99).


Las trabas en las negociaciones de paz derivaron en la renuncia del comisionado de paz, Otto Morales Benítez, el 25 de mayo de 1983. En su carta de renuncia, entre líneas, explicó con contundencia sus razones: “La más apremiante [tarea del Gobierno], es rechazar el escepticismo, y a veces el pesimismo beligerante, que se apodera de todos. Y combatir contra los enemigos de la paz y de la rehabilitación, que están agazapados por fuera y por dentro del gobierno” (1991). Con esta renuncia, se puso de manifiesto que la paz no transitaba por un camino fácil. En su reemplazo, el presidente Betancur designó al exministro de Trabajo, John Agudelo Ríos.


Bajo la orientación de Agudelo Ríos el proceso de paz siguió su rumbo y durante el resto de 1983 se fueron desarrollando contactos entre los grupos alzados en armas y el Gobierno. El más sonado de ellos ocurrió el 7 de octubre, cuando se logró una reunión en Madrid (España) entre el presidente Betancur y los máximos dirigentes del M-19, Álvaro Fayad e Iván Marino Ospina.
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Figura 2. Doctor Otto Morales Benítez, presidente de la Comisión de Paz


Fuente: El Espectador (31 de mayo de 1983).


 


Al mismo tiempo, las FARC, en constante comunicación con la Comisión de Paz, lograron importantes avances para concretar el cese al fuego y la firma de una tregua. De tal manera que el 28 de marzo de 1984, en La Uribe (Caquetá), se firmó el Acuerdo de Cese al Fuego, Tregua y Paz, que contempló once puntos que comprendían el cese al fuego y la puesta en marcha de una Comisión de Verificación. “En los apartes más importantes de los Acuerdos de La Uribe —como se les conoció desde entonces— las FARC señalaron el propósito de desmovilizar paulatinamente su estructura militar e iniciar su tránsito hacia un movimiento político legal” (Villamizar,1997, p. 99).
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Figura 3. Portada del periódico El Espectador del 31 de marzo de 1984


De izquierda a derecha: Alberto Rojas, Samuel Hoyos, César Gómez Estrada, ‘Tirofijo’ (de pies a la izquierda), ‘Jacobo Arenas’ (a la cabeza de la mesa), Rafael Rivas Posada, Margarita Vidal, Jaime Guaracas (de pies a la derecha), el capitán Mario Gómez (piloto del helicóptero) y ‘Alfonso Cano’ durante la reunión en La Uribe, Meta.


Fuente: El Espectador (31 de marzo de 1984).


 


Mientras se daban grandes pasos hacia la paz con las FARC, el proceso con el M-19 y el EPL se demoró un poco más en llegar al cese al fuego. Cuatro hechos dificultaron ese camino: el asesinato de Carlos Toledo Plata, uno de los fundadores del M-19, ocurrido en agosto de 1984; la toma de Yumbo (Valle del Cauca) por parte del M-19, como respuesta a su muerte; la emboscada a una columna guerrillera en San Francisco (Cauca) cuando los miembros de la mencionada guerrilla iban de camino a encontrarse con la Comisión de Negociación y Diálogo, y el atentado contra Carlos Pizarro, el 24 de agosto de 1984, el mismo día en que iba a pactarse el cese al fuego con el Gobierno.


A pesar de los asedios del Ejército y las réplicas de la guerrilla, entre el 23 y 24 de agosto se firmaron los acuerdos Cese al Fuego, Tregua y Diálogo Nacional entre el Gobierno y el M-19, en los municipios de Corinto (Cauca) y El Hobo (Huila). El EPL lo hizo en Medellín, y la ADO en Bogotá. “Los acuerdos contemplaban un cese al fuego que, por parte de los ‘movimientos populares alzados en armas’ firmantes, se ordenaba de inmediato” (Villamizar, 1997, p. 101). Por eso, “durante los meses siguientes, la paz fue exuberante, con sus palomas pintadas a lo largo y ancho de la nación, pero al fin y al cabo, esquiva” (Behar, 2013, p. 106). Rápidamente el sueño de la paz en Colombia se fue decantando.
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Figura 4. Artículo de El País de Cali


Fuente: El País (25 de agosto de 1984).


 


No obstante, el año 1985 llegó con buenas y malas noticias para la paz. Por una parte, el 31 de marzo, en cumplimiento del primer año de los acuerdos de La Uribe, las FARC prorrogaron lo pactado y lanzaron a la luz pública su frente político: la Unión Patriótica –UP–, que desde sus orígenes fue blanco de la acción violenta de los enemigos de la incorporación de las FARC a la vida política. Un año después de su nacimiento, la UP pudo participar en los comicios electorales, obteniendo 14 curules al Congreso de la República, 256 escaños en concejos municipales y otros tantos en asambleas departamentales. En contraste, con el M-19 y el EPL se estancaron los avances, lo cual hizo que estos grupos reconsideraran las negociaciones.


El 23 de mayo de 1985, los delegados del M-19 en las negociaciones de paz, Antonio Navarro Wolff, Carlos Alonso Lucio y María Eugenia Vásquez, resultaron gravemente heridos cuando una granada estalló en una cafetería en el barrio El Peñón de Cali mientras desayunaban. Después de este ataque, el proceso de paz con el M-19 entró en agonía y se dio por terminado un mes más tarde. En el resto de ese año, y por el recrudecimiento de las hostilidades por parte de las Fuerzas Militares, el M-19 empezó a preparar una acción militar con el propósito de hacerle un juicio público al presidente Belisario Betancur.
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Figura 5. Portada de El Espectador del 7 de noviembre de 1985


Fuente: El Espectador (7 de noviembre de 1985).


 


Esa acción fue la toma del Palacio de Justicia, ocurrida el 6 y 7 de noviembre de 1985. Un grave capítulo de la historia colombiana que terminó en una sangrienta batalla de 28 horas entre el M-19 y las Fuerzas Armadas, con casi cien víctimas mortales, entre ellas once magistrados de la Corte Suprema de Justicia y once desaparecidos, cuya suerte definitiva sigue siendo un misterio. Con este fatal desenlace, que incluyó la muerte de todos los guerrilleros del M-19 que participaron en la acción militar, se acabaron las posibilidades de alcanzar la paz con esta organización insurgente.


En cuanto al EPL, pronto sucedió lo mismo. El 20 de noviembre, fue asesinado el máximo líder de la organización, Óscar William Calvo, al interior de una droguería en la calle 42 con carrera 13 en Bogotá.


Salvo algunas unidades, el ELN nunca se acogió a los avances de paz del gobierno de Betancur. En esas condiciones, solo quedaron en pie los avances con las FARC.


Fue así como el 2 de marzo de 1986, ya en la recta final del gobierno de Betancur, volvieron a revalidarse los acuerdos de La Uribe, hecho que permitió la participación de la Unión Patriótica en los comicios electorales. No obstante, ya estaba en marcha la campaña de exterminio de esta organización, promovida por el paramilitarismo, en algunos casos con la connivencia o complicidad de unidades de las Fuerzas Armadas.


Cuando Betancur dejó el poder en agosto de 1986, la paz no se consolidó y terminaron gestándose nuevas guerras. El paramilitarismo mostró su capacidad de desestabilización y los carteles de la droga, que hasta el momento vivían mimetizados entre la corrupción y la omisión de las autoridades, salieron de su silencio de forma violenta. En particular, el cartel de Medellín que asesinó al ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla y, a través de la organización de Los Extraditables, desató una ofensiva terrorista que también alejó los propósitos de paz y dejó al siguiente Gobierno una situación de crisis que provocó un tiempo de muchas víctimas, con clandestinas alianzas que crearon un sombrío momento para Colombia.
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1. Roberto Romero Ospina: la verdad del pueblo


 


 


Roberto Romero Ospina es periodista e investigador del Centro de Memoria, Paz y Reconciliación de Bogotá desde 2009 y militante de la Unión Patriótica –UP–, y como tal es sobreviviente del genocidio que sufrió este movimiento. En su juventud, en 1970, laboró en la imprenta del Partido Comunista como corrector de pruebas. Luego, en 1981, se vinculó como redactor de la sección cultural e internacional del semanario Voz. Allí fue jefe de redacción hasta 1994. En los años que trabajó en Voz, fue muy cercano a Manuel Cepeda Vargas, director de esa rotativa. Además, ha sido catedrático de periodismo de varias universidades del país.


      En los últimos años fue reconocido por su libro Unión Patriótica. Expedientes contra el olvido, un documento histórico que reconstruye el genocidio contra los integrantes de este movimiento político, entre los años 1984 a 1997. Un texto de más de 450 páginas que recoge por primera vez un listado completo de 1598 víctimas de la matanza de la UP.


      En 1984 cubrió para Voz los acercamientos de paz entre el gobierno de Belisario Betancur y las FARC.


 


 


 


 


Las negociaciones de paz de 1984 entre el Gobierno y las FARC tienen unos antecedentes que es necesario conocer. De mi apreciación como periodista, investigador e historiador, me gustaría hacer, primero, un contexto general. Desde hace 70 años, lo que estamos viviendo los colombianos es una sola guerra. El conflicto que sufrimos hoy en día, y que está ad portas de terminar, es el resultado de un largo periodo de confrontación armada que arrancó en 1946. La guerra de la que hablo ha tenido tres periodos. Hoy, estamos en el tercero y seguramente último.


Empezó en el año 1946, después de la derrota del gaitanismo en las elecciones presidenciales de ese año. Antes de esos comicios, el Partido Liberal se partió en dos: en un ala más bien conservadora que dirigía Gabriel Turbay, muy allegado a la oligarquía, y otra dirigida por Jorge Eliécer Gaitán. El Partido Liberal tenía mayoría parlamentaria y de electores en ese momento. Había reconquistado el poder en 1930 después de la hegemonía conservadora que duró 40 años.


Años antes, y con la promesa de retomar la Revolución en Marcha, en 1942, López Pumarejo se volvió a lanzar a la contienda presidencial luego de haber sido presidente desde 1934 hasta 1938. Por la lucha social muy importante que había en ese momento, fue reelecto.


Paralelamente, ocurría la Segunda Guerra Mundial en Europa. Esta confrontación expandió las ideologías fascistas y nazis por el mundo. Por esta razón, los comunistas y los trabajadores colombianos se aliaron con López para detener el nazi-fascismo. En 1943, incluso, hubo una manifestación frente al balcón presidencial del Palacio de Nariño en la que los trabajadores saludaban al presidente. En esa concentración, alternaron en la tribuna los oradores comunistas con el presidente. Estuvieron los dirigentes comunistas Gilberto Vieira y Diego Montaña Cuéllar, todos proclamando un frente único contra el fascismo.


Después, en 1945, luego de un fallido golpe de Estado, López Pumarejo renunció a la Presidencia. Vino entonces un descenso de las luchas populares y de reacción. Por esos años, la figura de Gaitán ya era relevante. Lo fue, aún más cuando en 1929 hizo un gran debate en el Congreso sobre la masacre de las bananeras. Ahí comenzó a aparecer Gaitán recogiendo toda esa protesta. Ya para 1945 era muy popular y por esa razón, en 1946 fue candidato a la Presidencia de la República. No triunfó en las elecciones por la división del Partido Liberal y terminaron ganando los conservadores en cabeza de Mariano Ospina Pérez.


Con la victoria del Partido Conservador, en el campo, que en ese momento era el 70 % del país, se vino una ofensiva muy fuerte contra el liberalismo. Entre 1946 y 1948, se dio una gran violencia política en Colombia. Todo eso porque los conservadores estaban en el poder, pero eran minoría. No fue como se ha dicho: una guerra fratricida, entre liberales y conservadores. Fue una guerra, más bien, dirigida contra los liberales y contra el gaitanismo, que pretendía unos cambios muy avanzados. Los conservadores pasaban así la cuenta de cobro contra el partido liberal ahora en la oposición llenando de sangre y de dolor los campos colombianos.


Ante la violencia desatada, el 7 de febrero de 1948 hubo una gran manifestación en Bogotá llamada La Marcha del Silencio. En ella no hubo gritos ni consignas, solamente pañuelos blancos. Ante la multitud, de más de cien mil personas, Gaitán dio su discurso conocido como la Oración por la Paz. En su proclama le exigió al presidente Ospina Pérez que parara la violencia. Finalmente, a Gaitán lo mataron el 9 de abril de 1948.


Frente al crimen el pueblo se sublevó, pero fue doblegado por la falta de organización con un saldo de miles de muertos, principalmente en Bogotá. Así prosiguió esta guerra realmente, que apenas si va a terminar, pero que ha tenido una continuidad, con las mismas causas esenciales, como la tenencia de la tierra en manos de los grandes latifundistas, y la ausencia de una reforma agraria, las profundas desigualdades sociales y la carencia de una apertura democrática con reales derechos políticos para todos.


De los periodos de la guerra que hablo, el primero empezó en 1946 y terminó en 1953 con la llegada de Rojas Pinilla, tras su golpe de Estado, el 13 de junio, quien firmó un armisticio con las guerrillas liberales de los Llanos y les hizo entregar las armas a cambio de un pantalón de dril, un azadón y un saco con panela, arroz y café. Nada más. Le salió muy barato a la oligarquía semejante acuerdo. Con eso se pensó que empezaba la paz. Sin embargo, algunos de los guerrilleros liberales y comunistas no entregaron sus armas. Dejaron de combatir, pero no se desarmaron.


Quienes no entregaron su armamento se ubicaron en Sumapaz, cerca de Bogotá, y en Villarrica y Cunday, en el Tolima. Esos labriegos, en 1954, fueron agredidos por Rojas Pinilla. Había comenzado la segunda etapa de la guerra que hablamos. Por no acogerse al armisticio, la dictadura militar atacó aquellas zonas campesinas. Hubo hasta bombardeos. Como respuesta a esas afrentas resurgió la resistencia agraria, sobre todo en el Sumapaz, en cabeza de un guerrillero famoso: Juan de la Cruz Varela. Esos guerrilleros, después, se fueron a Marquetalia, Riochiquito, El Pato y Guayabero, y convirtieron esos extensos lugares de colonización en zonas de autodefensas campesinas dirigidas por antiguos líderes de las guerrillas liberales.


En la década de 1960 las autodefensas campesinas fueron influenciadas fuertemente por los comunistas, y muchos de aquellos dirigentes agrarios fueron reclutados para las filas de ese partido. El Partido Comunista Colombiano tuvo, pues, mucha influencia en esos focos guerrilleros, pero para hacer la paz, no la guerra. En esos años aquellos antiguos guerrilleros estuvieron construyendo las autodefensas campesinas en el sur del Tolima y el norte del Cauca. En 1957, incluso, Manuel Marulanda Vélez y el movimiento campesino del sur del Tolima apoyaron el plebiscito del 1 de diciembre de 1957, que selló la paz entre liberales y conservadores.


En el periodo del Frente Nacional, en las nacientes zonas de autodefensa, había un hombre muy importante que se llamaba Jacobo Prías Alape. Había sido un guerrillero liberal muy importante y después se haría comunista. Él fue quien reclutó a Pedro Antonio Marín, ‘Manuel Marulanda’, siendo muy joven y lo salvó de que lo mataran en 1958 por hacer parte de esas guerrillas liberales. Jacobo Prías le enseñó a ‘Marulanda’ lo que era el Partido Comunista. Prías, alias ‘Charro Negro’, era un guerrillero muy experimentado y líder campesino.


Cuando llegó Lleras Camargo al poder, en 1958, su gobierno hizo un proceso de paz con algunos de los guerrilleros que aún quedaban y a cambio de las armas les dio unas ayudas. ‘Marulanda’ se metió en esa amnistía y lo nombraron inspector de carreteras. Sin embargo, el 11 de enero de 1962, ‘Charro Negro’, el mentor de ‘Marulanda’, cuando se aprestaba a viajar a Moscú para hacer parte de la Escuela de Cuadros del Partido Comunista de la Unión Soviética, donde asistían alumnos de todos los partidos comunistas del mundo, fue asesinado por un bandolero en la población de Gaitana, Tolima. En ese momento ‘Manuel Marulanda’ decidió que tenía que volverse a armar para defender la vida.


El segundo presidente del Frente Nacional fue el conservador Guillermo León Valencia, el abuelo de la hoy senadora Paloma Valencia. Como mandatario, León Valencia, aupado por Álvaro Gómez Hurtado, comenzó a hablar de las repúblicas independientes de Marquetalia, Riochiquito, El Pato y Guayabero, donde estaban asentadas las autodefensas campesinas. Allá, se dijo, tenían otras leyes y normas. De cierta forma era cierto que esos lugares eran como una república porque el Estado las tenía abandonadas, así como al resto del campo. En esos territorios se tenían jueces, curas y hasta policías ajenos al Gobierno. Eso era un mal ejemplo, según la oligarquía, cuando en realidad estaban construyendo paz.


Entonces, para eliminar esas republiquetas, el 27 de mayo de 1964, el Ejército bombardeó toda la zona de Marquetalia y comenzó el tercer periodo de la guerra que culmina con la firma de los acuerdos de paz el 26 de septiembre en Cartagena entre el Gobierno y las FARC, tras exactos 52 años y cuatro meses de confrontación. Una subversión que apenas tenía 80 guerrilleros, se convirtió en un ejército de más de 30 mil hombres en armas. Y pasaron de 5 a 27 y a más de 40 frentes en los años noventa, en menos de dos décadas, con un programa agrario y de liberación nacional.


Con las FARC continuó la guerra hasta1984, veinte años de combates, pero dos años después de la llegada de Belisario Betancur al poder, en 1982, se abrió la posibilidad de la paz. Betancur ha sido toda la vida un tipo conservador, pero como gobernante fue un conservador progresista, avanzado y demócrata. En 1954, en la Asamblea Nacional Constituyente de Rojas Pinilla, éste promulgó la ley por medio de la cual se declaraba ilegal el Partido Comunista. Entre los pocos que se opusieron a esa medida estaba Belisario Betancur, quien afirmó que eso iba en contra de las libertades democráticas.


Entonces, cuando Betancur fue elegido presidente, decidió hacer la paz con los guerrilleros de todas las vertientes y decretó una amnistía general como prueba de sus afirmaciones. El M-19 fue el primer beneficiado y de la cárcel salieron decenas de sus militantes.


En marzo de 1984, una comisión de paz del Gobierno se reunió en un lugar cercano al municipio de Colombia, en el Huila. El diálogo fue entre Otto Morales Benítez y ‘Manuel Marulanda’. Ese fue el primer paso que se dio en el camino hacia la paz y es ahí cuando entro en escena en este proceso.


Yo soy un periodista empírico. Fui un joven comunista y comencé a militar en 1960 cuando apenas tenía 15 años, en Barranquilla. Ya en 1964, en los meses previos a la intervención militar en Marquetalia, salí a las calles a participar en mítines contra esa agresión, alertando en volantes y a viva voz lo que se venía para el país de presentarse el ataque a esas zonas agrarias que estaban en paz. Desgraciadamente la vida nos dio la razón.


Estuve en Moscú por un año en 1966. Estudié en la Escuela de Cuadros1 del Komsomol, las juventudes comunistas de la URSS. Allí volví a ver a Jaime Bateman a quien conocí en Barranquilla en mis épocas de la Juventud Comunista Colombiana (Juco), pues era ya dirigente nacional de la organización y a Luis Otero, después líderes del M-19, y al hijo de Ciro Trujillo Castaño, quien fuera fundador con ‘Marulanda’ de las FARC.


En 1970 me vinculé a la imprenta del Partido Comunista, Colombia Nueva, que fundara Luis Morantes, después más conocido como ‘Jacobo Arenas’, segundo hombre de las FARC, como corrector de pruebas y allí hice mis pinitos periodísticos.


En 1971 yo era un muchacho miembro de la Juventud Comunista y hacía parte del comité del movimiento. En esa época era un grupo muy grande e importante. Éramos más de cinco mil jóvenes comunistas en Bogotá, regados en todas las organizaciones y en todos los barrios. Ese año, el secretario de la organización del Comité Regional de Bogotá se fue del país para un trabajo, por lo cual había que reemplazarlo. Era muy importante ese puesto. Éramos once personas en ese Comité Regional y habíamos dos aspirantes para reemplazar al secretario: Guillermo Sáenz, alias ‘Alfonso Cano’ y yo. Contra todas las evidencias y pronósticos Guillermo Sáenz sacó cuatro votos y yo siete. Lo derroté. Eso fue terrible, un acontecimiento terrible. Sin embargo, unos pocos meses después renuncié a ese cargo, para evitar problemas y Guillermo Sáenz, mi compañero de toda la vida, terminó como secretario. Finalmente, él se fue para las FARC muy joven.
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Figura 1. Roberto Romero en Moscú en 1966


De izquierda a derecha: el hijo de Ciro Trujillo Castaño, Roberto Romero y Luis Otero en el zoológico de Moscú en el verano de 1967.


Fuente: Archivo personal de Roberto Romero.


 


La Juco y el Partido Comunista eran una cantera de muchachos de las FARC. Por ejemplo, ‘Pablo Catatumbo’ e ‘Iván Márquez’ eran de ahí. Eso era una escuela. Y Guillermo Sáenz ya era muy amigo de las FARC cuando se volvió secretario. En 1979 lo cogieron preso porque él era el financiero de las guerrillas en Bogotá. Después, hizo una maniobra para salir de la cárcel y finalmente se unió a las FARC, en donde, años más tarde, se convirtió en comandante. En 1984, cuando fui como reportero a Casa Verde, fue muy curioso encontrarme con él después de tantos años y luego de todo lo que vivimos.


En 1981 me vinculé al periódico Voz como redactor de las páginas cultural e internacional. Estudié filosofía en la Universidad Nacional e hice parte del poderoso Comité Regional de la Juco de Bogotá, que agrupaba a centenares de militantes.


Entonces, cuando Belisario Betancur llegó a la presidencia, yo ya hacía parte del semanario Voz, que fue el primer órgano periodístico que empezó a cubrir, como ningún otro medio, el proceso del Gobierno con las FARC. Todos esos guerrilleros eran comunistas, por lo cual el periódico del Partido Comunista tenía que estar ahí.
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Figura 2. Portada del semanario Voz del 5 de abril de 1984


“John Agudelo Ríos, presidente de la Comisión de Paz y Manuel Marulanda Vélez, comandante en jefe de las FARC-EP en su encuentro en La Uribe”.


Fuente: Voz (5 de abril de 1984).


 


En 1984 yo empecé a hacer notas sobre esas negociaciones. Comencé a hacer viajes a La Uribe, donde las FARC tenían Casa Verde, campamento donde estaba asentado su secretariado.


La primera visita que se hizo realmente a La Uribe la lideró John Agudelo Ríos, el Comisionado de Paz; Margarita Vidal, periodista, y Alberto Rojas Puyo. Ellos, de forma secreta y sin prensa, hicieron la reunión en la que se firmaron los Acuerdos de Cese al Fuego, Tregua y Paz o los Acuerdos de La Uribe. Margarita Vidal, de forma muy gentil, nos prestó las fotos inéditas del momento. El único medio que tuvo la imagen del saludo entre ‘Manuel Marulanda’ y John Agudelo Ríos con el monte al fondo fue Voz.


Nosotros en Voz comenzamos a hacerle seguimiento a ese proceso y luego a las visitas a Casa Verde de las comisiones verificadoras. Para todo eso fui el designado para hacer el cubrimiento. Alguna vez entrevisté a ‘Manuel Marulanda’ y a ‘Alfonso Cano’.


Cuando viajé, lo hice siempre en helicóptero. Solo una vez me colé en un avión oficial, por orden de Manuel Cepeda, donde viajaban varios comisionados que no me conocían. Llegué muy temprano, de madrugada, a la base militar de Catam. Allí fui recibido como otro de los doctores y ocupé una silla. Al aterrizar a la base de Apiay, en el Meta, y ante la denuncia de aquellos comisionados de que yo era un infiltrado de la seguridad del Estado, Rojas Puyo, quien ya se encontraba en aquel aeropuerto militar, en medio de risas les dijo a todos, “no, si ese es Roberto, redactor de Voz”. El incidente lo llevó a Palacio el ministro Jaime Arias, quien hacía parte de la Comisión de paz, como un caso grave de falta de vigilancia oficial que podía poner en peligro las negociaciones con la intromisión de personas no deseables.
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Figura 3. Roberto Romero como corresponsal en Casa Verde en 1984


De izquierda a derecha: ‘Manuel Marulanda Vélez’, Roberto Romero y Óscar Alarcón en Casa Verde en octubre de 1984.


Fuente: Archivo personal de Roberto Romero.


 


Después de eso, en octubre de 1984, estuve en el primer encuentro de la dirección de las FARC y la Comisión Nacional de Verificación del Cese al ­Fuego, tras los acuerdos de marzo del mismo año en La Uribe. Ese día, yo hice una crónica sobre el encuentro. Para hacerla, hablé con varios de los integrantes de las FARC, entre ellos ‘Marulanda’, y con varias de las personas de la Comisión, como el periodista Óscar Alarcón y Álvaro Leyva Durán, quien siempre ha sido muy amigo de las FARC.


En todo el tiempo que duró el proceso de Betancur con las FARC, el periódico Voz estuvo dedicado por completo al cubrimiento, y sobre todo al seguimiento del post-acuerdo que empezó luego de marzo de 1984 y que dio nacimiento a la Unión Patriótica –UP–. En Voz, las portadas y las fotos de las ediciones de 1984, en su mayoría, eran sobre el proceso con las FARC. Todo el tiempo estuvimos hablando de eso. Yo, en mi trabajo, me la pasé haciendo entrevistas y yendo a Casa Verde.


Allá fui muchas veces. En marzo de 1985 me acuerdo que fui con otros periodistas a una reunión de las FARC. Estaban haciendo el evento de lanzamiento de la UP. Entonces, yo aproveché que iba a estar en la mañana de ese día en el campamento de las FARC y grabé un mensaje de ‘Manuel Marulanda’ hablando sobre la UP. Lo grabé porque en la tarde en Bogotá, cuando yo regresara, iba a estar en el lanzamiento oficial de la UP, pero ahora en el teatro Jorge Eliécer Gaitán. En el campamento, entonces, lo abordé.

OEBPS/images/cover.jpg
TESTIGOS
OLVIDADOS

PERIODISMO Y PAZ EN COLOMBIA

Andrés Felipe de Pablos / Luisa Fernanda Gémez





OEBPS/images/img4.jpg
Se abre pas

&l Conssjo de Ministros de acue
T,

h e e e

o la paz

ymision de Paz y las FARC

o T e

Wb ke § et D iequera 4 derrc ol oo, Cisar  Margarta Vid
e Extrada, Tistjo (e pis. 3 1a aqlerda). Jacobo  capitin Mario
] S 18 18 ot de [a hess). Ralsl Fivas Pusad,  durarcelarou e La Urie, Met






OEBPS/images/img3.jpg
Otto Morales
renuncié a la
Comisién de Paz

B.B, lamenta su retiro, Agudelo Rios, encargado

Renuncio ayer ante el jefe del
Estado, doctor Belisario Betancur. e/
presidente de la Comision de Paz
Otto Morales Benitez

El exministro Morales Benitez dt
riglh una carta al presidente Betan
cur en la cual express que la mision
qte Je habia sido encomendada ya
est4 cumplida plenamente porque se
hicleron grandes esfuerzos para la
pacificacion del pais y se logro que
muchos guerrilieros depusieran las
armas, acogiendose @ la Ley de
Amaistia, aprobada por el Congreso
bajo el actual gobierno.

Por su parte el primer mandatario
o respuesta a 1a carta de renuncia
de Morales Benitez lamentando su
reliro de ese cargo haclendo una serie
de reflexiones “sobre el_profundo
sigaificado del empefio de paz en que
estamos lodos, tarea de la cual fue y
sigue siendo solo un comienzo. 1a ley
e amnistia aprobada por el Congreso
¥ concretada por el Gobierno en
imedio del _beneplicito _general”
ahadiendo que ‘“continuaremos en

Continua en (0 pagina 104






OEBPS/images/img6.jpg






OEBPS/images/img5.jpg





OEBPS/images/img8.jpg
Maltipl® dmago para ai- sanzable paz
Las FARC—E-P recla‘in reformas.
... politica y agraria
* Disolucién de los gruaus pammlll«

claracion del Partidc: C smunista
lombiano Lo it






OEBPS/images/img7.jpg





OEBPS/images/img9.jpg












OEBPS/images/img2.jpg
Primer paso hacia la paz

T o
: &






OEBPS/images/img1.jpg
Universidad del

Rosario





